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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 26 de agosto de 2016. 

José Alonso h/n/c Quality Audio Visual (en adelante, Alonso 

o apelante) nos solicita que revoquemos una sentencia que dictó el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan, el 7 de enero de 

2015. Mediante el dictamen mencionado se declaró con lugar una 

demanda en cobro de dinero que presentó Jorge Rodríguez Lugo 

h/n/c AV X-Perts (en adelante, Rodríguez o apelado) y se ordenó al 

apelante a pagar $7,625.00 más intereses al 4.25% anual desde la 

fecha de la sentencia y $500.00 de costas, gastos y honorarios de 

abogado. 

Ante la incomparecencia de Rodríguez para expresarse sobre 

los méritos del presente recurso, dimos por perfeccionado el 

recurso sin su comparecencia. 
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Con el beneficio de los autos originales del caso, la 

transcripción de la vista y del expediente ante nuestra 

consideración, procedemos a resolver. 

I 

Este caso tuvo su origen el 20 de agosto de 2012 con la 

presentación de una demanda sobre cobro de dinero al amparo de 

la Regla 60 de Procedimiento Civil, infra, por parte de Rodríguez 

contra José Alonso h/n/c Quality Audio Visual, Juana del Pueblo 

y la Sociedad Legal de Gananciales por ellos compuesta.  

 El 25 de septiembre de 2012 se citó a una vista, a la que 

comparecieron el demandante y su representante legal y el 

demandado Alonso, quien compareció por derecho propio. No se 

citó a la referida vista a Juana del Pueblo ni a la SLG1.  Surge de la 

sentencia apelada que durante la vista aludida el tribunal concedió 

un turno posterior a las partes, pues se le informó que Alonso 

alegaba tener unas evidencias de pago. Cuando se llamó el caso 

nuevamente, el representante legal de Rodríguez indicó que las 

evidencias de pago que le presentó Alonso no correspondían a las 

facturas que se reclamaban en la demanda. Por su parte, Alonso 

informó que había presentado ante el tribunal federal una petición 

de quiebra al amparo del Capítulo 13. Ante ello, el tribunal de 

instancia dictó una sentencia el mismo 25 de septiembre de 2012, 

en la que decretó la paralización de los procedimientos. 

El 8 de julio de 2014, Rodríguez presentó una moción ante el 

foro de instancia en la que informó que se había desestimado la 

petición de quiebra de Alonso y donde solicitó la reapertura del 

caso. Así las cosas, el 17 de julio de 2014 el tribunal reabrió el 

caso mediante una resolución a esos efectos.  

                                                 
1 La Sentencia aquí apelada desestimó sin perjuicio por falta de jurisdicción la 

causa de acción contra Juana del Pueblo y la Sociedad Legal de Gananciales 
compuesta por esta y el apelante, pues Rodríguez no presentó proyecto de 

notificación-citación para dichas partes.  
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Luego de algunos trámites procesales, se llevó a cabo una 

vista el 7 de enero de 20152.  Surge de la transcripción de la vista 

que Rodríguez compareció acompañado de su representante legal, 

mientras que Alonso compareció por derecho propio. Luego de 

evaluar el testimonio de las partes y de analizar la evidencia 

documental que presentó Rodríguez, el tribunal dictó la sentencia 

que aquí se impugna el 7 de enero de 2015, que se notificó el 9 del 

mismo mes y año.3  Mediante dicho dictamen se declaró con lugar 

la demanda contra Alonso4 y se le ordenó a este pagar $7,625.00 

de principal, intereses legales al 4.25% anual desde la fecha de la 

sentencia y $500.00 de costas, gastos y honorarios de abogado. El 

dictamen apelado contiene las siguientes determinaciones de 

hecho: 

1. La parte demandante se dedica al negocio de efectos 
audiovisuales; 

2. La parte demandante en un sinnúmero de ocasiones 
arrendó equipo audio visual al demandado; 
3. Las partes no hicieron un contrato escrito para el 

arrendamiento de servicios de equipo audio visual; 
4. La parte demandante facturó por dichos equipos y 

la parte demandada le pagaba; 
5. Hubo ocho (8) facturas de arrendamiento de equipo 
que la parte demandada no pagó.  (Exhibit 1, 2, 3, 4, 

5, 6, 8 y 9); 
6. La parte demandada le adeuda por dichos 

arrendamientos la cantidad de $7,625 dólares. 
 

 Inconforme con la sentencia, Alonso presentó 

oportunamente una Solicitud de Reconsideración y Solicitud de 

Relevo de Sentencia.5 En esencia, cuestionó la adjudicación de 

credibilidad y la evaluación de la prueba que llevó a cabo el foro 

primario. Solicitó que se dejara sin efecto el dictamen y que se 

continuaran los procedimientos por la vía ordinaria. Mediante una 

orden de 28 de enero de 2015, que se notificó el 2 de febrero del 

                                                 
2 La Sentencia tiene fecha de 7 de enero de 2014. Lo anterior constituye un error 

de forma, susceptible de corregirse por el tribunal en cualquier tiempo, a su 

propia iniciativa, o a moción de cualquier parte, previa notificación, si ésta se 

ordena, conforme dispone la Regla 49.1 de Procedimiento Civil de Puerto Rico de 

2009, 32 LPRA Ap. V, R. 49.1.   
3 Véase Ap., págs. 1-5. 
4 Véase nota 1. 
5 Véase Ap., págs. 24-30. 
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mismo año, el foro de instancia denegó la solicitud de 

reconsideración y el relevo de sentencia.6 

 Aún inconforme, Alonso presentó el recurso que nos ocupa, 

en el que hizo los siguientes señalamientos de error: 

1. Erró el TPI, como cuestión de derecho, al no 
cerciorarse de que Alonso estaba capacitado para auto 

representarse en un juicio en su fondo donde 
claramente éste era testigo, según dispone la Regla 9.4 

de las de Procedimiento Civil. 
 
2. Erró el TPI, como cuestión de derecho, al denegarle 

al demandado su derecho a contrainterrogar a la parte 
adversa y limitar su intervención a que se expresara 

en torno a sus alegaciones, violando así sus derechos 
constitucionales, incluyendo su derecho a un debido 
proceso de ley. 

 
3. Erró el TPI, como cuestión de derecho, al considerar 
solamente algunos aspectos de la prueba documental 

admitida como exhibit pero otros no. 
   

 El 24 de marzo de 2015 el apelante sometió la transcripción 

de la prueba oral de la vista de 7 de enero de 2015.   

 Transcurridos los términos que le concedimos al apelado 

para que expresara sus objeciones, si alguna, a la transcripción de 

la vista y para que presentara su alegato, sin que este 

compareciera, aceptamos la transcripción y dimos por 

perfeccionado el recurso.  

 El 13 de julio de 2016 obtuvimos del foro de instancia en 

calidad de préstamo los autos originales del caso.  

II 

A. Regla 60 

La Regla 60 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 60 

(Supl. 2015)7, permite la presentación de una reclamación sumaria 

                                                 
6 Véase Ap., págs. 6-7 
7 La Regla 60 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 60 (Supl. 2015), provee: 

“Cuando se presente un pleito en cobro de una suma que no exceda los quince 
mil dólares (15,000), excluyendo los intereses, y no se solicite en la demanda 

tramitar el caso bajo el procedimiento ordinario, la parte demandante deberá 

presentar un proyecto de notificación-citación que será expedido y notificado a 

las partes inmediatamente por el Secretario o Secretaria por correo o cualquier 

otro medio de comunicación escrita. 

La notificación-citación indicará la fecha señalada para la vista en su fondo, que 
se celebrará no más tarde de los tres (3) meses a partir de la presentación de la 

demanda, pero nunca antes de quince (15) días de la notificación a la parte 
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sobre cobro de dinero por $15,000.00 o menos.  Esta existe para 

agilizar y simplificar los procedimientos en acciones de 

reclamaciones de cuantías pequeñas para así lograr facilitar el 

acceso a los tribunales y una solución más rápida, justa y 

económica en este tipo de reclamación. Asoc. Res. Colinas Metro. v. 

S.L.G., 156 DPR 88, 97 (2002)8. 

El procedimiento sumario de la referida regla prescinde de la 

contestación a la demanda y del descubrimiento de prueba.  Asoc. 

Res. Colinas Metro. v. S.L.G., supra, pág. 99. Ahora bien, la 

comparecencia de la parte demandante a la vista es esencial para 

que el tribunal pueda determinar si procede dictar sentencia a su 

favor. Corresponde al demandante aportar prueba de que tiene 

una reclamación de cobro líquida y exigible, pues no bastan las 

alegaciones aunque sean específicas. Igualmente el tribunal deberá 

asegurarse de que el demandado fue debidamente notificado y 

citado. Íd., págs. 99-100. Una vez celebrada la vista, si el 

demandado no tiene una defensa sustancial, no puede refutar la 

prueba presentada por el demandante, o no demuestra que la 

acción es contraria al interés de la justicia, el tribunal dictará 

sentencia inmediatamente a favor del demandante.  Íd., pág. 99. 

Cabe destacar que la Regla 60 puede utilizarse para todo 

tipo de acción civil. El procedimiento que se ha fijado, no está 

                                                                                                                                     
demandada. En la notificación se advertirá a la parte demandada que en la vista 

deberá exponer su posición respecto a la reclamación, y que si no comparece 

podrá dictarse sentencia en rebeldía en su contra. 
La parte demandante podrá comparecer a la vista por sí o mediante 

representación legal. El tribunal entenderá en todas las cuestiones litigiosas en 

el acto de la vista y dictará sentencia inmediatamente. Como anejo a la 

demanda, el demandante podrá acompañar una declaración jurada sosteniendo 

los hechos contenidos en la demanda o copia de cualquier otro documento que 
evidencie las reclamaciones de la demanda. Si la parte demandada no 

comparece y el tribunal determina que fue debidamente notificada y que le debe 

alguna suma a la parte demandante, será innecesaria la presentación de un 

testigo por parte del demandante y el tribunal dictará sentencia conforme a lo 

establecido en la Regla 45.  Si se demuestra al tribunal que la parte demandada 

tiene alguna reclamación sustancial, o en el interés de la justicia, cualquiera de 
las partes tendrá derecho a solicitar que el pleito se continúe tramitando bajo el 

procedimiento ordinario prescrito por estas reglas o el tribunal podrá motu 

proprio ordenarlo.” 
8 Nótese que aunque citamos casos anteriores a la vigencia de la actual Regla 60 
de las Reglas de Procedimiento Civil de 2009, supra, el análisis sobre cuándo 

opera el procedimiento sumario es el mismo bajo la actual Regla 60 que bajo la 
derogada Regla de Procedimiento Civil de 1979, 32 LPRA Ap. III, R. 60.   
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limitado a todo caso civil sobre cobro de dinero, procedente de un 

pagaré, de una cuenta corriente liquidada o de una deuda 

reconocida.  Este también aplica a un caso civil sobre cobro de 

dinero por daños ocasionados a la persona o a la propiedad. La 

palabra “cobro” comprende una acción por daños así como una 

fundada en un contrato. J. A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho 

Procesal Civil, 2da ed., San Juan, Publicaciones J.T.S., 2011, 

Tomo V, págs. 1806-1807. No obstante, tanto en la práctica, como 

administrativamente, la regla sólo se utiliza para el cobro de dinero 

y no de daños. Íd. 

B. Estándar de revisión de la prueba 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado 

reiteradamente que un tribunal apelativo no debe intervenir con 

las determinaciones de hechos ni con la adjudicación de 

credibilidad que haya efectuado el juzgador de los hechos, a menos 

que este último haya incurrido en error manifiesto, pasión, 

prejuicio o parcialidad. Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 

750, 770-772 (2013); Rivera Menéndez v. Action Services, 185 DPR 

431, 444 (2012); Pueblo v. García Colón I, 182 DPR 129, 165-166 

(2011); González Hernández v. González Hernández, 181 DPR 746, 

776-777 (2011). Así también, la discreción judicial permea la 

evaluación de la evidencia presentada en los casos y controversias. 

González Hernández v. González Hernández, supra, págs. 776-777; 

Miranda Cruz y otros v. S.L.G. Ritch, 176 DPR 951, 974 (2009). 

Al tenor de lo anterior, los tribunales apelativos deben 

mantener deferencia respecto a la apreciación de la prueba que 

realiza un tribunal de instancia. McConnell v. Palau, 161 DPR 734, 

749 (2004).  El fundamento de este principio es que los jueces de 

instancia están en mejor posición de aquilatar la prueba.  Por ello 

su apreciación merece gran respeto y deferencia por parte de los 
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tribunales apelativos.  Miranda Cruz y otros v. S.L.G. Ritch, supra, 

pág. 974; Pueblo v. Miranda Ortiz, 117 DPR 188 (1986). 

En torno a la apreciación de la prueba testifical 

específicamente, el Tribunal Supremo ha reiterado en múltiples 

ocasiones que esta merece gran deferencia, toda vez que el juez 

sentenciador, ante quien deponen los testigos, tiene la oportunidad 

de verlos y observar su manera de declarar, de poder apreciar sus 

gestos, titubeos, contradicciones, manierismos, dudas, 

vacilaciones y, por consiguiente, de ir formando gradualmente en 

su conciencia la convicción en cuanto a si dicen la verdad.  Pueblo 

v. García Colón I, supra, pág. 165; Argüello v. Argüello, 155 DPR 62 

(2001). 

No obstante, la norma de la deferencia judicial no es 

absoluta porque el tribunal revisor podrá intervenir con las 

conclusiones de hechos de un foro primario, cuando la apreciación 

de la prueba no representa el balance más racional, justiciero y 

jurídico de la totalidad de la prueba. Dávila Nieves v. Meléndez 

Marín, supra, págs. 771-772; Pueblo v. García Colón I, supra, pág. 

165; González Hernández v. González Hernández, supra, págs. 

776-777. 

De otro lado, recordemos que la norma general de deferencia 

judicial a la apreciación de la prueba por el tribunal de instancia, 

no abarca la evaluación de prueba documental o pericial.  En estos 

casos el tribunal revisor está en las mismas condiciones que el foro 

recurrido, por lo cual, podrá adoptar su propio criterio en cuanto 

al valor probatorio de ese tipo de prueba. González Hernández v. 

González Hernández, supra, pág. 777. 

Por su parte, las conclusiones de derecho del foro revisado 

son revisables en su totalidad por los tribunales de mayor 

jerarquía.  Dávila Nieves v. Meléndez Marín, supra, pág. 770-771. 
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C. Regla 607 de Evidencia 

De entrada, debemos puntualizar que la Regla 607 de las 

Reglas de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 607, establece que el juez 

o la jueza que preside una vista tiene amplia discreción sobre la 

manera en que se presenta la prueba y que se interroga a los 

testigos.  En lo pertinente, la referida regla dispone lo siguiente:  

Regla 607. Orden y modo de interrogatorio y 
presentación de la prueba 
 

(a) La Jueza o el Juez que preside un juicio o vista 
tendrá amplia discreción sobre el modo en que se 

presenta la prueba e interroga a las personas testigos 
de manera que: 
 

(1) La prueba se presente en la forma más efectiva 
posible para el esclarecimiento de la verdad, velando 
por la mayor rapidez de los procedimientos evitando 

dilaciones innecesarias. 
 

(2) Se proteja el derecho de las personas testigos 
contra preguntas impropias, humillantes o 
insultantes, o toda conducta ofensiva. 

 
(3) Se proteja también el derecho de éstas a que no se 
les detenga más tiempo del que exija el interés de la 

justicia y a que se les examine únicamente sobre 
materias pertinentes a la cuestión. 

 
(b) Como regla general, el interrogatorio de las 
personas testigos será efectuado en el siguiente orden: 

 
(1) Interrogatorio directo: Primer examen de una 

persona testigo sobre un asunto no comprendido 
dentro del alcance de un interrogatorio previo de esa 
persona testigo. 

 
(2) Contrainterrogatorio: Primer examen de una 
persona testigo por una parte diferente a la que 

efectuó el interrogatorio directo. El 
contrainterrogatorio se limitará a la materia objeto del 

interrogatorio directo y a cuestiones que afecten la 
credibilidad de testigos. El Tribunal puede, sin 
embargo, en el ejercicio de su discreción, permitir 

preguntas sobre otras materias como si fuera un 
interrogatorio directo. 

 
[…] 
 

(f) La jueza o el juez podrá -a iniciativa propia o a 
petición de una parte- llamar testigos a declarar, lo 
cual permitirá a todas las partes contrainterrogar a la 

persona testigo así llamada. La jueza o el juez también 
podrá, en cualquier caso, interrogar a una o a un 

testigo, sea ésta o éste llamado a declarar por la propia 
jueza o el propio juez o por la parte. El examen de la 
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jueza o el juez debe ir dirigido a aclarar las dudas que 
tenga o para aclarar el récord. En todo momento, la 

jueza o el juez debe evitar convertirse en abogado o 
abogada de una de las partes, evitando sugerir a la 

persona declarante una respuesta en particular. 
 
D. Regla 9.4 de Procedimiento Civil 

 La Regla 9.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 9.4, 

regula la representación por derecho propio en los pleitos civiles. 

En lo pertinente, la mencionada regla establece que la persona que 

se represente a sí misma deberá cumplir con los requisitos 

siguientes: 

(a) que la persona no está representada por 
abogado o abogada;  

 
(b) que la decisión de auto-representarse es voluntaria 
e inteligente, así como con pleno conocimiento de 

causa y de que la persona será tratada como cualquier 
otra parte representada por abogado o abogada;  

 
(c) que la persona puede representarse a sí misma de 
manera adecuada, de acuerdo a la complejidad de la 

controversia a adjudicarse; 
 
(d) que la persona tiene los conocimientos mínimos 

necesarios para defender adecuadamente sus 
intereses, cumplir con las reglas procesales y alegar el 

derecho sustantivo aplicable, y 
 
(e) que la autorrepresentación no va a causar o 

contribuir a una demora indebida o una interrupción 
de los procedimientos, que no entorpecerá la adecuada 

administración de la justicia ni atentará contra la 
dignidad del tribunal, las partes o sus abogados o 
abogadas. 

 
El tribunal deberá asegurarse de que la persona 
cumple con estos requisitos a partir de su 

comparecencia inicial y durante todo el proceso. El 
incumplimiento con alguno de estos requisitos será 

causa justificada para suspender su 
autorrepresentación. Cuando el tribunal suspenda la 
autorrepresentación de una persona, le ordenará que 

en determinado plazo comparezca representada por 
abogado o abogada. 

 
[….] 
 

La persona que comparece por derecho propio está 
sujeta a que se le impongan las mismas sanciones que 
la Regla 9.3 provee para los abogados y abogadas, así 

como las consecuencias procesales que estas reglas 
proveen para las partes representadas por abogado o 

abogada. El tribunal no está obligado a ilustrar a la 
persona que se representa por derecho propio acerca 
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de las leyes o reglas, ni a nombrarle abogados o 
abogadas para que le asesoren durante el proceso, ni a 

inquirir respecto a las razones por las cuales ha 
elegido la representación por derecho propio, aunque 

en los casos que estime conveniente para lograr la 
sana administración de la justicia, deberá así hacerlo. 
(Énfasis nuestro) 

 
III 

En el señalamiento de error número 1, se alega que el foro 

primario erró al no asegurarse de que Alonso cumpliera con los 

requisitos que impone nuestro ordenamiento para una persona 

que desea representarse por derecho propio.  En específico, se 

señala que el tribunal no se cercioró de que Alonso cumpliera con 

los incisos (b), (c) y (d) de la Regla 9.4 de Procedimiento Civil.   

Como se mencionó, este caso se citó para una vista el 25 de 

septiembre de 2012, a la que comparecieron Rodríguez y Alonso.  

De la Minuta de la referida vista surge que Alonso compareció sin 

abogado y que el tribunal aceptó que se representara a sí mismo, 

luego de orientarlo acerca de su comparecencia.9  Si bien el pleito 

se paralizó ese mismo día, debido a la presentación de una 

solicitud de quiebra ante el foro federal por parte de Alonso, este se 

reabrió el 17 de julio de 2014, luego que se desestimara la petición 

de quiebra.  Es decir, la vista en su fondo, que se llevó a cabo el 7 

de enero de 2015,  fue la continuación de los procedimientos ante 

el foro de instancia.   

De otro lado, la controversia en este caso no es compleja, ya 

que lo que reclama Rodríguez a Alonso es el pago de unas facturas 

por el arrendamiento, instalación o reemplazo de cierto equipo 

audio visual.  Además, del expediente se desprende que Alonso 

compareció al tribunal cuando se le citó, testificó y negó que las 

facturas reclamadas estuvieran sin pagar, alegando que pagó en 

efectivo.  Lo anterior refleja que se cumplieron los requisitos de la 

Regla 9.4 de Procedimiento Civil para la representación de una 

                                                 
9 Véase Ap., pág. 21. 
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persona natural por derecho propio. No se cometió el error 

señalado.   

Como señalamiento de error número 2, se aduce que el 

tribunal incumplió con la Regla 607 de Evidencia al negarle a 

Alonso su derecho a contrainterrogar al apelado.  No tiene razón el 

apelante. 

Recordemos que la referida Regla 607 de Evidencia   

establece que el juez que preside una vista tiene amplia discreción 

sobre el modo en que se presenta la prueba e interroga a los 

testigos, para que la prueba se presente de la forma más efectiva 

para el esclarecimiento de la verdad; se proteja el derecho de las 

personas testigos contra preguntas impropias, humillantes o 

insultantes, o toda conducta ofensiva; y se proteja el derecho de 

los testigos a que no se les detenga más tiempo del que exija el 

interés de la justicia y a que se les examine únicamente sobre 

materias pertinentes a la cuestión.   

De la transcripción de la vista surge que una vez concluido el 

testimonio del apelado, el juez le pidió a Alonso que le indicara 

cuáles de las alegaciones de Rodríguez eran ciertas y cuáles eran 

falsas.  Si bien es cierto que el tribunal no permitió que Alonso le 

hiciera preguntas directas a Rodríguez, no es menos cierto que le 

dio amplia oportunidad al apelante para que este indicara su 

versión de los hechos. Es decir, el foro de instancia ejerció su 

discreción respecto a la manera en que el apelante debía refutar 

las alegaciones del apelado en cuanto a que existía una deuda 

líquida, vencida y exigible.  No encontramos que el tribunal haya 

incurrido en abuso de discreción al así actuar. 

En su tercer señalamiento de error, el apelante impugna a la 

apreciación de la prueba documental que llevó a cabo el foro de 

instancia. En ese sentido, aduce que las facturas que el apelado 

presentó como evidencia de la deuda eran inexactas, confusas y 
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cuestionables y que, a pesar de ello, el tribunal las admitió sin 

limitación alguna.  Señala que el tribunal ignoró el hecho de que 

en algunas de las referidas facturas se indicaba que el método de 

pago era “COD” (“cash on delivery”), lo que, a su modo de ver, 

indicaba que ya se habían pagado.  Según entiende el apelante, el 

ignorar parte del contenido de un documento admitido en 

evidencia fue contrario a derecho y un grave error.   

Como indicamos previamente, las determinaciones de 

hechos y la adjudicación de credibilidad que realice el foro 

sentenciador merece nuestra deferencia, excepto cuando se 

concluya que este último incurrió en pasión, prejuicio, parcialidad 

o error manifiesto en la apreciación de la prueba.  Esta deferencia 

no abarca la evaluación de la prueba documental. 

Hemos examinado detenidamente las facturas objeto de la 

controversia en unión a la transcripción de la vista. Notamos que, 

en efecto, las facturas #14, 15, 18, 19 y 21 (Exhibits 1.b al 1.f, 

págs. 18-21 del Apéndice) indican “COD” en el encasillado de 

“Payment Terms”. De igual forma, las referidas facturas, al igual 

que todas las que se admitieron en evidencia, indican que no se 

han pagado, como sigue: “Status: Not Paid”. 

El apelado testificó respecto a cada una de las facturas 

admitidas en cuanto a la fecha y la descripción de los servicios que 

prestó al apelante, la cantidad facturada, que las había enviado a 

Alonso por correo electrónico y que no había recibido el pago 

correspondiente. De igual forma, declaró que no había recibido 

ninguna queja por los servicios que prestó ni se habían objetado 

las cantidades facturadas. 

Por su parte, el apelante declaró que no adeudaba cantidad 

alguna al apelado, que todas las facturas indicaban que eran 

“COD” y que todas las había pagado en efectivo.  Añadió que una 
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prueba de que las había pagado era que el apelado había 

continuado ofreciéndole sus servicios mes tras mes. 

El testimonio de Rodríguez le mereció entera credibilidad al 

foro primario.  Por el contrario, el foro apelado no le dio 

credibilidad al testimonio de Alonso respecto a que había pagado 

en efectivo las facturas objeto de controversia, por resultarle dicha 

aseveración “increíble y sorpresiva”.  Esto, porque en el 2012 

Alonso intentó presentar una supuesta evidencia de pago, la cual 

el apelado informó que no correspondía a las facturas reclamadas 

y, una vez se resolvió que no tenía evidencia, informó sobre el 

proceso de quiebra.  Lo anterior, en lugar de alegar que no existía 

deuda porque había pagado en efectivo. 

En el presente caso, el tribunal de instancia celebró una 

vista a la que comparecieron las partes.  Una vez aquilatada la 

prueba testifical y documental ante su consideración, el foro de 

instancia determinó que la factura #29 por $750.00 no procedía 

por ser confusa en cuanto a su descripción y por no guardar tracto 

en fechas.  Además, estimó que se probó que Alonso adeudaba a 

Rodríguez $7,625.00.  Por tanto, ordenó que tal cantidad fuera 

satisfecha junto con el pago de intereses legales al 4.25% anual, 

calculados a partir de la sentencia, más $500.00 para costas, 

gastos y honorarios de abogado. 

Luego de examinar puntillosamente el expediente ante 

nuestra consideración, que incluye la transcripción de la prueba 

oral desfilada, no encontramos que el foro sentenciador haya 

incurrido en pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto en la 

apreciación de la prueba al emitir su sentencia.  Tampoco 

habremos de intervenir con la adjudicación de credibilidad que 

hizo el foro de instancia. Concluimos que no se cometieron los 

errores señalados y que procede confirmar el dictamen apelado. 
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IV 

 Por los fundamentos anteriormente expuestos, confirmamos 

la Sentencia aquí apelada. 

 El Juez Hernández Sánchez disiente sin opinión escrita. 

 Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


